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Una decisión que nos parece censurable, no sólo porque contradice la opinión de esta Institución, sino que 
es contraria a la posición expresada por los Tribunales de Justicia en diversos pronunciamientos. Por tal 
razón, resolvimos la inclusión en el Informe Anual al Parlamento de Andalucía de los expedientes reseñados. 

Durante la tramitación de la queja 14/1045 tuvimos ocasión de valorar una actuación administrativa que, 
a nuestro juicio, evidenciaba un excesivo afán recaudatorio, sin tomar suficientemente en consideración 
las circunstancias concurrentes en la persona afectada.

La promotora de la queja exponía que la Diputación de Málaga (Patronato de Recaudación) le giraba a 
su cuenta bancaria diligencia de embargo, por un importe 73,91 euros, correspondiente a una deuda 
en concepto de tasa por un servicio de bomberos prestado el año 1998 (hacía 16 años) cuyo importe 
original era de 33,72 euros.

Según acreditaba la interesada no era la primera vez que se le pretendía embargar su saldo en una cuenta 
corriente en la que únicamente ingresaba el importe de la renta activa de inserción (mensualmente 426 
euros) que constituía su única fuente de ingresos. Según indicaba, en enero de 2014, tras presentar la 
oportuna reclamación cancelaron el embargo; no obstante, otra vez le volvieron a embargar con la cantidad 
aumentada en febrero de 2014, y le demandaban nuevamente que volviera a presentar ante el citado 
organismo la documentación justificativa de los ingresos que percibía. 

Tras la admisión a trámite y considerando insuficientes las justificaciones aducidas por la Agencia recaudatoria 
para actuar de aquella forma, dictamos la Resolución que consta en las actuaciones, sugiriendo que 
procedieran a una declaración de fallido de la deudora y de incobrable del crédito. 

Esta resolución fue desestimada por el Patronato de Recaudación amparándose en el hecho de que la 
deuda ya había sido cobrada -como resultado del embargo practicado- por lo que no tenía sentido la 
declaración de fallido, señalando que la declaración de inembargabilidad del crédito sólo podía hacerse 
de forma rogada y no de oficio, no habiéndose instado la misma por la interesada.

No podemos compartir esta respuesta, toda vez que la interesada y esta Institución alegaban la situación 
económica de aquélla y el hecho de que la Administración era conocedora de que la situación no iba a 
cambiar previsiblemente, por lo que no tenía sentido que persistieran en dictar una orden de embargo 
tras otra, obligando así a la interesada a un continuo peregrinar por la sede administrativa para conseguir 
la devolución de lo indebidamente cobrado. Entendemos que hubiera sido deseable una actuación 
administrativa más sensible y acorde con el principio de justicia social.

En cualquier caso y como consideramos no aceptada nuestra Resolución, dimos por finalizada la queja con 
la inclusión de la misma en el Informe Anual.

1.1.2.1.5 Los procedimientos de revisión en garantía de los 
derechos del contribuyente
En la queja 14/2796, el interesado nos exponía que el Ayuntamiento de Sevilla le habría efectuado embargo 
por impago de tasa de basura correspondiente al ejercicio de 2003. Considerando que la liquidación por la 
tasa de basura habría prescrito, formuló recurso de reposición que le fue contestado en noviembre de 2013.

Desestimándose, su pretensión de prescripción de la deuda, porque según mantenía no se produjeron 
las notificaciones edictales que alegaba la Agencia Tributaria del Ayuntamiento de Sevilla, en especial la de 
la Providencia de Apremio que según la Administración se habría publicado en el BOP de 5 de marzo de 
2005, lo que según el interesado, no se le ha acreditado en modo alguno. 

No obstante, y durante el tramite de alegaciones para la instrucción de la queja, el interesado nos 
comunicaba que en fecha 24 de enero de 2014 habría formulado reclamación económico administrativa 
ante el Tribunal Económico Administrativo Municipal de Sevilla que no se resolvía nada por el mismo pese 
al tiempo transcurrido de más de un año; razón por la que decidimos formular la Resolución que consta 
en las actuaciones de la queja respecto del impulso de oficio de todos los trámites por la Administración 
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municipal concernida y respecto a la necesaria dotación de medios personales y materiales del Tribunal 
Económico Administrativo para que pudiere llevar a cabo sus intervenciones extraordinarias de revisión 
de la actuación de los órganos de gestión y recaudación tributaria del Ayuntamiento. 

En parecidos términos la queja 14/5376, en la que el interesado también respecto del Ayuntamiento de 
Sevilla y su Agencia Tributaria actuando como órgano de recaudación, habría formulado un recurso de 
reposición frente a expediente sancionador en materia de sanción de tráfico urbano, que cuya resolución 
desestimatoria motivó que por su parte interpusiera reclamación económico administrativa ante el Tribunal 
respectivo municipal que nada resolvía al respecto pese a haber transcurrido más de un año de espera.

Admitida a trámite la queja tras su tramitación nos vimos obligados a formular la Resolución  que consta 
en las actuaciones, en forma similar que en el expediente anterior.

Pese a las numerosas resoluciones dictadas debemos denunciar que siguen produciéndose unas dilaciones 
inaceptables por parte del Tribunal Económico Administrativo Municipal de Sevilla en la resolución de los 
asuntos que son sometidos a su consideración.

1.1.2.2 Administraciones Públicas y Ordenación 
Económica
1.1.2.2.1 Transparencia
1.1.2.2.1.1 Administración local
Es de justicia reconocer el importante esfuerzo que las entidades locales de Andalucía están desarrollando 
para dar cumplimiento a las leyes de transparencia, como demuestra el elevado número de municipios que 
han aprobado ordenanzas reguladoras en materia de transparencia y han puesto en funcionamiento 
los denominados “portales de transparencia”.

Pese a ello, en 2016 hemos asistido a un significativo aumento en el número de quejas referidas a posibles 
incumplimientos por parte de las Corporaciones Locales de los deberes que esta nueva legislación les impone.

La mayoría de estas quejas denuncian incumplimientos del derecho de acceso a la información, al 
denegarles los Ayuntamientos sus peticiones de acceso o no responder a las mismas. Sin embargo, una 
análisis de las peticiones planteadas nos lleva a concluir que lo que subyace en el fondo del problema es un 
incumplimiento por la Corporación municipal de las obligaciones de publicidad activa que estatuyen 
las leyes de transparencia.

Debemos señalar que un número importante de las quejas tramitadas que afectaban a entidades locales 
contenían peticiones de acceso a información formuladas antes de la entrada en vigor de las leyes de 
transparencia, por lo que hubieron de ser tramitadas atendiendo a la normativa reguladora del derecho 
de acceso a la información vigente en el momento de su presentación, básicamente contenida en la Ley 
30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común.

Muchas de estas actuaciones han finalizado con el dictado de una Resolución por parte del Defensor del 
Pueblo Andaluz, ante el reiterado silencio de las Administraciones Locales a las solicitudes recibidas.

Así sucedía en la queja 14/3145, queja 14/3259 y queja 14/3260, en las que por el representante de una 
asociación ecologista de Córdoba se denunciaba la falta de respuesta a diferentes escritos presentados 
en junio de 2014 a la Diputación Provincial de Córdoba solicitando el acceso a diversa información y 
documentación.

De la tramitación de estos expedientes se evidenciaba la falta de respuesta de la Administración Provincial 
y por tanto el incumplimiento de la obligación de resolver expresamente las solicitudes y escritos de los 
ciudadanos, por lo que, estimando tal práctica como lesiva para determinados Derechos y Libertades 
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